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LEY 317 DE 1996
(septiembre 13)

Diario Oficial No. 42.880 de 18 de septiembre de 1996

Por medio de la cual la Nación se asocia a los cincuenta años de la fundación de

la Universidad del Valle y se dictan otras disposiciones.

<Resumen de Notas de Vigencia>

NOTAS DE VIGENCIA:

2. Ley corregida mediante el Decreto 2351 de 1996, publicado en el Diario

Oficial No. 42.949 de 30 de diciembre de 1996.

1. Mediante Sentencia C-360-96 de 14 de agosto de 1996, Magistrado Ponente Dr.

Eduardo Cifuentes Muñoz., la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del

Proyecto de Ley 162/94 Senado y 186/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto

en el artículo 167 de la Constitución Política, "declarando infundadas las

objeciones presidenciales respecto del artículo 2 del Proyecto de Ley Nº 162/94

Senado – 186/95 Cámara, bajo el entendido de que el mencionado proyecto se

limita a decretar un gasto público."

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

ARTÍCULO 1o. La Nación se asocia a la celebración de los cincuenta años de vida jurídica de la Universidad

del Valle, creada mediante Ordenanza No. 12 del 11 de junio de 1945, expedida por la honorable Asamblea

del Departamento del Valle.

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-317-de-1996/


 
ARTÍCULO 2o. Para que esta fecha no pase desapercibida y dando cumplimiento a los artículos 334, 341
inciso final, 345 y 346 de la Constitución Nacional, aprópiese dentro del presupuesto, la suma de once mil
millones de pesos ($11.000.000.000.00) para ejecutar las obras que a continuación se describen:
 
Proyecto número 1. Dotación y adecuación de la Sede del Instituto de Altos Estudios jurídicos de la
Universidad del Valle, la suma de mil cien millones de pesos ($1.100.000.000.00).
 
Proyecto número 2. Para la construcción, adecuación y dotación de bibliotecas, escenarios deportivos,
laboratorios,  cafeterías,  oficinas,  aulas,  la  suma  de  cuatro  mil  cuatrocientos  millones  de  pesos
($4.400.000.000.00) distribuidos en las Sedes Regionales de la Universidad del Valle,  ubicadas en los
municipios de Buga, Caicedonia, Cartago, Buenaventura, Palmira, Tuluá, Zarzal, Yumbo, Ipiales, Santander
de Quilichao y San Andrés y Providencia, a razón de cuatrocientos millones de pesos ($400.000.000.00)
para cada una.
 
Proyecto número 3. Construcción, adecuación y dotación de escenarios deportivos para la Universidad
del Valle, la suma de dos mil millones de pesos ($2.000.000.000.00).
 
Proyecto número 4. Para dar cumplimiento a lo estipulado en el Decreto 1444 de 1993, la suma de dos
mil millones de pesos ($2.000.000.000.00).
*Notas de Vigencia*

– Proyecto número 4 corregido por los artículos 1o. y 2o. del Decreto 2351 de 1996 publicado en el Diario

Oficial No. 42.949 de 30 de diciembre de 1996, en el sentido de que el año del Decreto 1444 allí citado, es

1992.

En consecuencia, para todos los efectos, el texto del artículo 2º, en la parte correspondiente al Proyecto

Número 4, de la Ley 317 de 1996, será el siguiente:

"Artículo Segundo: …

Proyecto Número 4. Para dar cumplimiento a lo estipulado en el Decreto 1444 de 1992 la suma de Dos Mil

Millones de pesos ($2.000.000.000.oo)."

 
Proyecto número 5. Construcción y dotación de la Unidad de Registro Académico en la Sede Meléndez de
la Universidad del Valle, la suma de mil millones de pesos ($1.000.000.000.00).
 
Proyecto  número  6.  Para  programación  de  seminarios,  conferencias,  recopilación  de  memorias,
publicaciones atinentes a la celebración de los cincuenta años, la suma de quinientos millones de pesos
($500.000.000.00).
*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional



– Mediante Sentencia C-260-96 de 14 de agosto de 1996, Magistrado Ponente Dr. Eduardo Cifuentes

Muñoz., la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 162/94 Senado y 186/95

Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la Constitución Política, y declaró

CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE el artículo 2o. del mismo, "bajo el entendido de que el mencionado

proyecto se limita a decretar un gasto público."

 
ARTÍCULO 3o. El Gobierno Nacional, queda autorizado para efectuar las apropiaciones presupuestales
necesarias, hacer los traslados presupuestales requeridos para el cumplimiento de la presente Ley.
 
ARTÍCULO 4o. La presente Ley rige a partir de la fecha de su promulgación.
 

El Presidente del honorable Senado de la República,

JULIO CÉSAR GUERRA TULENA.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

PEDRO PUMAREJO VEGA.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

RODRIGO RIVERA SALAZAR.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

DIEGO VIVAS TAFUR.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.

Dada en Santa Fe de Bogotá, D.C., a 13 de septiembre de 1996.

ERNESTO SAMPER PIZANO

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

JOSé ANTONIO OCAMPO GAVIRIA.

La Ministra de Educación Nacional,

OLGA DUQUE DE OSPINA
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LEY 316 DE 1996
(septiembre 13)

Diario Oficial No. 42.880, de 18 de septiembre de 1996

Por medio de la cual se aprueba el "Protocolo Interpretativo del artículo 44 del

Tratado de Montevideo 1980".

<Resumen de Notas de Vigencia>

NOTAS DE VIGENCIA:

1. Ley declarada EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia

C-218-97 del 29 de abril de 1997, Magistrado Ponente, Dr. José Gregorio

Hernández Galindo.

EL CONGRESO DE REPÚBLICA

DECRETA:

Visto el "Protocolo Interpretativo del artículo 44 del Tratado de Montevideo 1980", hecho en la ciudad de

Cartagena de Indias, Colombia, el 13 de junio de 1994, cuyo texto es el siguiente:
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"PROTOCOLO INTERPRETATIVO DEL ARTÍCULO 44

DEL TRATADO DE MONTEVIDEO 1980

Los Ministros de Relaciones Exteriores de la República Argentina, de la República de Bolivia, de la República

de Colombia, de la República de Chile, de la República del Ecuador, de los Estados Unidos Mexicanos, de la

República del Paraguay, de la República del Perú, de la República Oriental del Uruguay y de la República de

Venezuela, y el Plenipotenciario de la República Federativa del Brasil,

 
CONVIENEN:

ARTÍCULO 1o. De conformidad con lo establecido en el artículo 44 del Tratado de Montevideo 1980, los

países  miembros  que  otorguen  ventajas,  favores,  franquicias,  inmunidades  o  privilegios  a  productos

originarios de o destinados a cualquier otro país miembro o no miembro, por decisiones o acuerdos que no

estén previstos en el propio Tratado o en el Acuerdo de Cartagena, deberán extender dichos tratamientos

en forma inmediata e incondicional a los restantes países miembros de la Asociación.

 
ARTÍCULO 2o. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, los países miembros que sean parte de
los  acuerdos  a  que  se  refiere  dicho  artículo  podrán  solicitar  al  Comité  de  Representantes,  la  suspensión
temporal de las obligaciones establecidas en el artículo 44 del Tratado de Montevideo 1980, aportando los
fundamentos que apoyan su solicitud.
 
ARTÍCULO 3o. Al solicitar la suspensión a que se refiere el artículo segundo y a los efectos de mantener el
equilibrio de los derechos y obligaciones emanados de los acuerdos previamente concertados en el marco
del Tratado de Montevideo 1980, el peticionario asumirá el compromiso de:
 
a)  Desarrollar  negociaciones  bilaterales  con  los  restantes  países  miembros,  a  fin  de  que  las  concesiones
otorgadas a dichos países se mantengan en un nivel general no menos favorable para el comercio que el
que resultaba de los acuerdos concertados en el marco del Tratado de Montevideo 1980, preexistentes a la
entrada en vigor de los Acuerdos a que se refiere el artículo primero.
 
Dichas negociaciones serán solicitadas de manera fundada por el país que se sienta afectado, con la
finalidad de recibir  compensaciones sustancialmente equivalentes  a  la  pérdida de comercio,  en virtud de
las preferencias otorgadas en instrumentos no previstos en el Tratado de Montevideo 1980.
 
A  esos  efectos,  el  país  interesado  en  entablar  negociaciones,  lo  notificará  al  país  solicitante  de  la
suspensión  y  al  Comité  de  Representantes.
 
Salvo que las partes acuerden un plazo mayor, las negociaciones deberán iniciarse dentro de los treinta
días contados a partir de la solicitud respectiva y deberán concluir dentro de los ciento veinte días de
iniciadas.  La  totalidad  de  las  negociaciones  no  deberá  exceder  un  plazo  de  veinticuatro  meses.  A
requerimiento de las partes involucradas, el Comité de Representantes podrá ampliar dicho plazo.
 
Las compensaciones en favor de los países de menor desarrollo económico relativo de la ALADI, deberán



tener en cuenta particularmente lo previsto en el Tratado de Montevideo 1980 sobre tratamiento diferencial
más favorable reconocido a dichos países.
 
b) Negociar la aplicación a los demás países miembros que hayan cumplido la obligación de eliminar
restricciones no arancelarias en el marco de la Asociación, el tratamiento más favorable concedido a un
tercer país en instrumentos no previstos en el Tratado de Montevideo 1980, en materia de restricciones no
arancelarias.
 
c) Negociar con los países miembros que así lo soliciten, la adopción de normas de origen -incluyendo
criterios de calificación, procedimientos de certificación, verificación y/o control- en caso de que el régimen
de origen pactado en los Acuerdos a que se refiere el artículo primero, contenga tratamientos generales o
específicos más favorables, tanto en materia de exportaciones como de importaciones, que los vigentes en
el marco del Tratado de Montevideo 1980.
 
ARTÍCULO 4o. Finalizadas las negociaciones a que se refiere el artículo tercero, con resultado satisfactorio
para las partes, el país que solicitó las negociaciones otorgará su voto positivo en favor de la suspensión
definitiva en el momento en que el Comité de Representantes considere dicha suspensión.
 
Si  el  resultado  de  las  negociaciones  es  considerado  insuficiente,  por  el  país  afectado  para  restablecer  el
equilibrio de los derechos y las obligaciones emanados del Tratado de Montevideo 1980 y de los Acuerdos
concertados al amparo del referido Tratado, el Comité de Representantes designará a los integrantes de un
Grupo Especial, en consulta con los países interesados, a los efectos de determinar si la compensación
ofrecida es suficiente.
 
a) El Grupo determinará, dentro de los sesenta días de su constitución, si la compensación ofrecida es
suficiente, en cuyo caso el país afectado otorgará su voto positivo en favor de la suspensión definitiva en el
momento en que el Comité de Representantes considere dicha suspensión.
 
b) Si dentro de los sesenta días de su constitución, el Grupo Especial estima que la compensación ofrecida
durante la negociación no es suficiente, determinará la que a su juicio lo sea, así como el monto por el cual
el país afectado podrá suspender concesiones sustancialmente equivalentes.
 
i) En caso que el país que solicitó la suspensión a que se refiere el artículo segundo acceda, dentro de un
plazo de treinta días, a otorgar las compensaciones de acuerdo con la determinación del Grupo Especial, el
país  afectado  concederá  su  voto  positivo  en  favor  de  la  suspensión  definitiva  en  el  momento  en  que  el
Comité de Representantes considere dicha suspensión.
 
ii)  En  caso  contrario,  el  país  afectado  podrá  retirar  concesiones  sustancialmente  equivalentes  a  las
compensaciones determinadas por el Grupo Especial y podrá votar negativamente la suspensión solicitada
en el Comité de Representantes.
 
ARTÍCULO 5o. La suspensión solicitada de conformidad con lo dispuesto en el artículo segundo, dará lugar
a los siguientes tratamientos:
 
a)  En  el  caso  de  que  ningún  país  manifieste,  dentro  de  un  plazo  de  ciento  veinte  días,  la  intención  de
solicitar negociaciones, el Comité de Representantes concederá la suspensión solicitada en forma definitiva
por un plazo de cinco años renovable por un nuevo período no superior a cinco años.
 
b) En el caso de que algún país solicite negociaciones la suspensión será concedida en forma condicional
por el Comité de Representantes por un plazo de cinco años.



 
Al finalizar las negociaciones bilaterales del país que solicitó la suspensión, conforme al  artículo segundo,
con  los  países  miembros  que  manifestaron  su  intención  de  negociar,  el  Comité  de  Representantes
concederá  la  suspensión  definitiva,  con  el  voto  afirmativo  de  los  dos  tercios  de  los  países  miembros
respecto  de  los  cuales  rija  el  presente  Protocolo.
 
ARTÍCULO 6o.  El Comité de Representantes hará el seguimiento de la ejecución de cada suspensión
concedida en los términos de este Protocolo y presentará un informe anual al Consejo de Ministros de la
Asociación.
 
ARTÍCULO 7o.  El presente Protocolo adoptado por el Consejo de Ministros, con el voto afirmativo de dos
tercios de los países miembros y sin voto negativo, entrará en vigor para los países miembros que lo
ratifiquen,  de  acuerdo  con  los  respectivos  procedimientos  constitucionales,  en  el  momento  en  que  sea
depositado  en  la  Secretaría  General  el  octavo  instrumento  de  ratificación.
 

EN FE DE LO CUAL, los Ministros de Relaciones Exteriores y los

Plenipotenciarios firman el presente Protocolo en la ciudad

de Cartagena de Indias, Colombia, a los trece días del mes

de junio de mil novecientos noventa y cuatro, en un original

en los idiomas español y portugués, siendo ambos textos

igualmente válidos y de los cuales será depositaria

la Secretaría General de la Asociación.

Por los Gobiernos de las Repúblicas de Argentina, Bolivia,

Federativa del Brasil, Colombia, Chile, Ecuador,

Estados Unidos Mexicanos, Paraguay, Perú,

Oriental del Uruguay, Venezuela.

(firmas ilegibles)

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Santa Fe de Bogotá, D.C.

Aprobado sométase a la consideración del honorable



Congreso Nacional para los efectos constitucionales.

(Fdo.) ERNESTO SAMPER PIZANO

El Ministro de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) RODRIGO PARDO GARCÍA-PEÑA.

DECRETA:

ARTÍCULO 1A. Apruébase el "Protocolo interpretativo del artículo 44 del Tratado de Montevideo de 1980",

suscrito en Cartagena de Indias, Colombia, el 13 de junio de 1994, cuyo texto autenticado se inserta.

 
ARTÍCULO 2A. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1o. de la Ley 7a. de 1944, el "Protocolo
interpretativo del artículo 44 del Tratado de Montevideo de 1980", hecho en la ciudad de Cartagena de
Indias, Colombia, el 13 de junio de 1994, que por el artículo 1o. de esta ley se aprueba, obligará al país a
partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto de la misma.
 
ARTÍCULO 3A. La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación.
 

El Presidente del honorable Senado de la República,

LUIS FERNANDO LONDOÑO CAPURRO.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

PEDRO PUMAREJO VEGA.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

GIOVANNY LAMBOGLIA MAZZILLI.

El Presidente General de la honorable Cámara de Representantes,

DIEGO VIVAS TAFUR.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Comuníquese y publíquese.

Ejecútese previa revisión de la Corte Constitucional

conforme al artículo 241-10 de la Constitución Política.



Dada en Santa Fe de Bogotá, D.C., a 13 de septiembre de 1996.

ERNESTO SAMPER PIZANO.

La Ministra de Relaciones Exteriores,

MARÍA EMMA MEJÍA VÉLEZ.

El Ministro de Comercio Exterior,

MORRIS HARF MEYER

     

 

LEY 315 DE 1996

 

LEY 315 DE 1996
 

(septiembre 12 de 1996)
 

Por la cual se regula el arbitraje internacional y se dictan
otras disposiciones.

 
*Notas de Vigencia*

 

Derogado por la Ley 1563 de 2012, publicado en el Diario Oficial 48489 del Jueves,

12 de julio de 2012: "por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional y

se dictan otras disposiciones". 

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-315-de-1996/


 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA
 
 

DECRETA:
 
Artículo 1°.  Criterios determinantes.  *Derogado por la  Ley 1563 de 2012*  Será

internacional elarbitraje cuando las partes así lo hubieren pactado, siempre que además se cumpla con

cualquiera de los siguientes eventos:

 
1.  Que las  partes,  al  momento de la  celebración del  pacto  arbitral,  tengan su  domicilio  en Estados

diferentes.

 
2. Que el lugar de cumplimiento de aquella parte sustancial de las obligaciones directamente vinculada con

el objeto del litigio se encuentre situado fuera del Estado en el cual las partes tienen su domicilio principal.

 
3. *Declarado CONDICIONALMENTE exequible.* Cuando el lugar del arbitraje se encuentra fuera del

Estado en que las partes tienen sus domicilios, siempre que se hubiere pactado tal eventualidad en el pacto

arbitral.

 
*Nota Jurisprudencial*

 

Corte Constitucional

Numeral 3° declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia

C-347-97 de 23 de julio de 1997, Magistrado Ponente Jorge Arango Mejía. Expresa la Corte en el fallo: en

los precisos términos de la parte motiva de esta sentencia.

 
4. Cuando el asunto objeto del pacto arbitral vincule claramente los intereses de más de un Estado y las

partes así lo hayan convenido expresamente.

 
5. Cuando la controversia sometida a decisión arbitral afecte directa e inequívocamente los intereses del

comercio internacional.

 
Parágrafo. En el evento de que aún existiendo pacto arbitral alguna de las partes decida demandar su



pretensión  ante  la  justicia  ordinaria,  la  parte  demandada  podrá  proponer  la  excepción  de  falta  de

jurisdicción con sólo acreditar la existencia del pacto arbitral.

 
*Nota de vigencia*

 

Artículo incorporado en el Decreto 1818 de 1998, artículo 196, publicado en el Diario Oficial No. 43380,

del 07 de septiembre de 1998: "Por medio del cual se expide el Estatuto de los mecanismos alternativos

de solución de conflictos"

 
 
Artículo  2°.  Normatividad  aplicable  al  arbitraje  internacional.

*Derogado por la Ley 1563 de 2012* El arbitraje internacional se regirá en todas sus partes de acuerdo

con las normas de la presente ley, en particular por las disposiciones de los Tratados, Convenciones,

Protocolo y demás actos de Derecho Internacional  suscritos y ratificados por Colombia,  los cuales priman

sobre las reglas que sobre el particular se establecen en el Código de Procedimiento Civil. En todo caso, las

partes son libres de determinar la norma sustancial aplicable conforme a la cual los árbitros habrán de

resolver el  litigio.  También podrán directamente o mediante referencia a un reglamento de arbitraje,

determinar todo lo concerniente al procedimiento arbitral incluyendo la convocatoria, la constitución, la

tramitación, el idioma, la designación y nacionalidad de los árbitros, así como la sede del Tribunal, la cual

podrá estar en Colombia o en un país extranjero.

 
*Nota de vigencia*

 

Artículo incorporado en el Decreto 1818 de 1998, artículo 197, publicado en el Diario Oficial No. 43380,

del 07 de septiembre de 1998: "Por medio del cual se expide el Estatuto de los mecanismos alternativos

de solución de conflictos"

 
 
Artículo 3°. Laudo arbitral extranjero – concepto.*Derogado por la Ley 1563

de 2012* Es extranjero todo laudo arbitral que se profiera por un Tribunal cuya sede se encuentra fuera

del territorio nacional.

 
*Nota de vigencia*

 



Artículo incorporado en el Decreto 1818 de 1998, artículo 197, publicado en el Diario Oficial No. 43380,

del 07 de septiembre de 1998: "Por medio del cual se expide el Estatuto de los mecanismos alternativos

de solución de conflictos"

 
 
Artículo 4°. *Derogado por la Ley 1563 de 2012**Aparte tachado INEXEQUIBLE.* El último inciso

del artículo 70 de la Ley 80 de 1993 quedará así:

En los contratos con personas extranjeras, como también en aquellos con persona nacional, y en los que

se prevea financiamiento a largo plazo y sistemas de pago del mismo mediante la explotación del objeto

construido u operación de bienes para la celebración de un servicio público, podrá pactarse que las

diferencias surgidas del contrato sean sometidas a la decisión de un Tribunal Arbitral Internacional.

*Nota Jurisprudencial*

 

Corte Constitucional

Aparte tachado declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-347-97 de 23

de julio de 1997, Magistrado Ponente Jorge Arango Mejía.

 
 

Artículo 5°. Vigencia. *Derogado por la Ley 1563 de 2012*  La presente Ley rige a partir de su

publicación y deroga todas las normas que le sean contrarias.

 
El Presidente del honorable Senado de la República,

Julio César Guerra Tulena
 

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega
 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Rodrigo Rivera Salazar
 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Diego Vivas Tafur
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL



 
Publíquese y ejecútese.

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 12 de septiembre de 1996.

 
ERNESTO SAMPER PIZANO

 
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez
 

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Carlos Eduardo Medellín Becerra

LEY 314 DE 1996
LEY 314 DE 1996

 

LEY 314 DE 1996
(agosto 20)

Diario Oficial No. 42.860, de 22 de agosto de 1996

Por la cual se reorganiza a la Caja de Previsión Social de Comunicaciones,

Caprecom, se transforma su naturaleza jurídica y se dictan otras disposiciones.

*Resumen de Notas de Vigencia*

NOTAS DE VIGENCIA:

1. Modificada por el artículo 31 del Decreto 1128 de 1999, publicado en el

Diario  Oficial No. 43.620 del 29 de junio de 1999, "Por el cual se reestructura

el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social".

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-314-de-1996/


EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

ARTÍCULO 1o. NATURALEZA JURÍDICA. La Caja de Previsión Social de Comunicaciones, establecimiento

público creado mediante la Ley 82 de 1912, se transforma en virtud de la presente Ley en Empresa

Industrial y Comercial del Estado del Orden Nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa y

patrimonio independiente,  y  en consecuencia  su régimen presupuestal  y  de personal,  será el  de las

Entidades Públicas de esta clase. Estará vinculada al Ministerio de Comunicaciones y la composición de su

Junta Directiva será la que señala la presente Ley.

 
ARTÍCULO 2o. OBJETO.  La Caja de Previsión Social de Comunicaciones, Caprecom, en su naturaleza
jurídica de Empresa Industrial y Comercial del Estado, operará en el campo de la salud como Entidad
Promotora de Salud (EPS) y como Institución Prestadora de Salud (IPS), acorde con lo establecido en la Ley
100  de  1993  y  sus  decretos  reglamentarios,  de  tal  forma  que  podrá  ofrecer  a  sus  afiliados  el  plan
obligatorio de salud (POS) en los regímenes contributivo y subsidiado y planes complementarios de salud
(PCS) en el régimen contributivo.
 
PARÁGRAFO 1o. La Caja de Previsión Social de Comunicaciones, Caprecom, en el campo de las pensiones,
operará  como una entidad Administradora  del  Régimen Solidario  de  Prima Media  con Prestación Definida
para aquellas personas que estuviesen afiliadas a 31 de marzo de 1994,  sin perjuicio de la  libre elección
que consagra la Ley 100 de 1993.
 
PARÁGRAFO 2o. La Caja de Previsión Social de Comunicaciones, Caprecom, para dar cumplimiento a las
funciones que se definen en el anterior artículo, deberá administrar en forma independiente y en cuentas
separadas los recursos correspondientes a los sistemas de pensiones y salud, tal como lo exige la Ley 100
de 1993 y sus decretos reglamentarios. Ello para el control por parte de los organismos competentes.
 
ARTÍCULO 3o. FUNCIONES. Son funciones de la Caja de Previsión Social de Comunicaciones:
 
a) Desarrollar las funciones asignadas a las Empresas promotoras e Instituciones Prestadoras de Servicios
de Salud en la Ley 100 y demás normas que la reglamenten, adicionen, modifiquen o deroguen;
 
b) Ejercer la actividad contractual para el cabal cumplimiento de sus objetivos;
 
c) Recaudar las cotizaciones por los servicios a su cargo;
 
d) Invertir los recursos de tal manera que le permitan garantizar la calidad y el pago de los servicios a su
cargo;
 
e)  Atender  la  administración,  reconocimiento  y  pago  de  las  pensiones  y  demás  prestaciones  socio-
económicas de los pensionados y afiliados;
 
f) Garantizar los servicios de seguridad social integral en salud a sus afiliados;
 
g) Las demás que le señale la ley, decretos y sus propios estatutos.



 
ARTÍCULO  4o.  FONDO  COMUN  DE  NATURALEZA  PÚBLICA.  La  Caja  de  Previsión  Social  de
Comunicaciones, Caprecom, como administradora del Régimen Solidario de Prima Media con prestación
definida, deberá crear un Fondo Común de Naturaleza Pública, constituido por los siguientes recursos:
 
a)  Las  cotizaciones  de  los  afiliados  antes  del  31  de  marzo  de  1994,  con  vinculación  contractual,  legal  o
reglamentaria mientras permanezcan afiliados a ésta;
 
b) Las reservas por el tiempo causado para el pago de pensiones de vejez o jubilación, que deberán
trasladar las entidades empleadoras;
 
c) Los rendimientos financieros generados por la inversión de sus recursos.
 
PARÁGRAFO 1o. Las obligaciones pensionales que adeudan las entidades estatales a Caprecom, serán
canceladas gradualmente en un plazo máximo de 10 años, esta gradualidad será concertada entre las
entidades del Estado y la Junta Directiva de Caprecom.
 
PARÁGRAFO 2o. El régimen legal para la administración de este Fondo será el establecido por la Ley 100
de 1993 y sus decretos reglamentarios.
 
ARTÍCULO  5o.  DENOMINACIÓN.  La  entidad  que  se  transforma  por  la  presente  ley  continuará
denominándose Caja de Previsión Social de Comunicaciones, Caprecom.
 
ARTÍCULO 6o. DOMICILIO. El domicilio de la Caja de Prevención Social de Comunicaciones, Caprecom,
será la ciudad de Santa Fe de Bogotá, D.C. y podrá establecer en todo el territorio nacional dependencias
regionales, zonales o locales, según lo determine su Junta Directiva.
 
ARTÍCULO  7o.  PATRIMONIO.  El  patrimonio  de  la  entidad  estará  constituido  por  los  terrenos,  edificios,
instalaciones, equipos, muebles, enseres y demás bienes actualmente propiedad de la Caja de Previsión
Social de Comunicaciones, Caprecom, y por los bienes que adquieren en el futuro a cualquier título, y se
incremente por:
 
a) Las apropiaciones que le sean asignadas en el Presupuesto Nacional;
 
b) Los valores que reciba por la prestación, venta y administración de los servicios de salud, los copagos y
cuotas moderadoras que se establezca dentro del Plan Obligatorio de Salud (POS) y Plan Obligatorio de
Salud Subsidiario (POSS);
 
c) Los valores que reciba por concepto de prestación de los planes complementarios de salud;
 
d) Las cuotas que por administración de pensiones reciba de las entidades afiliadas;
 
e) Los bienes que como persona jurídica adquiera a cualquier título y por los frutos naturales o civiles de
éstos;
 
f) Los fondos que provengan de sus inversiones, rentas y bienes;
 
g) Las donaciones que le otorguen personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras u organismos
internacionales.



 
ARTÍCULO  8o.  DE  LOS  DERECHOS.  La  Caja  de  Previsión  Social  de  Comunicaciones,  Caprecom,
continuará  prestando  los  servicios  integrales  de  salud  a  los  empleados  públicos,  trabajadores  oficiales  y
pensionales y a su respectivo grupo familiar que estaban afiliados a ella, a la fecha de expedición de la Ley
100 de 1993, tal como la venía haciendo, sin perjuicio de la libertad de afiliación que prevé la mencionada
ley.
 
PARÁGRAFO 1o. Los planes complementarios de salud que resulten de la diferencia entre el Plan Integral
de Salud que venía prestando Caprecom hasta la Ley 100 de 1993, como resultado de Convenciones
Colectivas  vigentes  o  que  las  modifiquen  las  entidades  vinculadas  al  Ministerio  de  Comunicaciones,  sus
trabajadores y el POS, estarán a cargo del empleador.
 
PARÁGRAFO 2o. En el caso del Ministerio de Comunicaciones y de sus Entidades adscritas que no tiene
Convenciones Colectivas de Trabajo con sus servidores públicos, los Planes Complementarios de salud
mencionados en el presente artículo, serán asumidos por el empleador, en las condiciones que se han
venido presentando tal como lo establecen los artículos 288 y 289 de la Ley 100 de 1993.
 
ARTÍCULO 9o. COBERTURA. La Caja de Previsión Social de Comunicaciones, Caprecom, a partir de la
entrada de vigencia de la  presente ley afiliará en salud,  de acuerdo con sus disponibilidades y  según los
parámetros establecidos para la EPS, a todo ciudadano nacional o extranjero que a título individual o
colectivo lo solicitare, siempre y cuando cumpla con los requisitos establecidos por la Ley 100 de 1993.
 
ARTÍCULO 10. ÓRGANOS DE DIRECCIÓN. <Artículo subrogado por el artículo 27 del Decreto 1128 de
1999.>
*Nota Vigencia*

– Artículo modificado por el Decreto 1128 de 1999, según lo dispuesto por el artículo 31, publicado en el

Diario Oficial No. 43.620 del 29 de junio de 1999.

*Nota  Jurisprodencia*


